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MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, junio veintitrés de dos mil cinco

ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 272

SEGUNDA INSTANCIA

	HORA: 
	05:00 pm

	ACUSADO: 
	GILDARDO GARCÍA PELÁEZ

	OFENDIDO:
	FREDY ALONSO TREJOS


El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1. Dos individuos, entre ellos el aquí procesado GARCÍA PELÁEZ, abordaron un vehículo de servicio público conducido por el hoy ofendido FREDY ALONSO TREJOS, el pasado dieciséis (16) de abril en las primeras horas de la madrugada. Solicitaron una carrera al barrio Monserrate de Villa Santana y cuando hacían su ingreso a este sector, aquél le ordenó detener el vehículo, sacó un arma corto-punzante, le manifestó que se trataba de un atraco y de inmediato lo lesionó en varias partes del cuerpo a la altura del tórax y abdomen; acto seguido le hurtó el dinero fruto de su trabajo, momento en el cual el taxista aprovechó para huir y fue auxiliado por otros motoristas del gremio.

1.2. Las autoridades de policía acudieron de inmediato al lugar de los hechos y por el señalamiento realizado se logró la aprehensión de uno de los responsables, personaje que tenía consigo un arma blanca ensangrentada.

1.3. Según dictamen médico legal, las lesiones inferidas ocasionaron una incapacidad definitiva de quince (15) días con secuela, consistente en deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente por lo ostensible de las cicatrices.

1.4. Se presentó posteriormente un pre-acuerdo entre Fiscalía e indiciado, por medio del cual se solicita dar terminación anticipada de este diligenciamiento. La señora Juez acoge en su integridad el escrito por medio del cual se formula la acusación por los delitos en concurso de HURTO y LESIONES PERSONALES, previa aceptación por parte del comprometido; en consecuencia, el día catorce (14) de junio dictó fallo de condena en donde impuso como pena privativa de la libertad la de CATORCE (14) MESES y DIEZ (10) DÍAS de prisión, multa de DIEZ (10) s.m.l.m.v., e inhabilitación de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal. 

Negó el subrogado penal de la ejecución condicional de la condena, porque si bien el quantum de la pena es inferior al límite establecido por el artículo 63 de la Ley 599 de 2000, un juicio valorativo de la personalidad, unido a la naturaleza y modalidades del hecho delictivo, hacen inevitable el cumplimiento efectivo de la pena.

1.3. Los perjuicios fueron reparados en su integridad a la víctima, razón para haberse dado aplicación a la rebaja que establece el artículo 269 del Código Penal.

2.- El Debate

La confrontación ha surgido precisamente en la negación del subrogado, pues mientras la señora Juez estima que no es posible la liberación en consideración a la modalidad delictiva de que se trata, la defensa hace los siguientes planteamientos en su recurso:

· Hay coincidencia en el primer requisito que contempla el artículo 63 del estatuto, es decir, que la pena impuesta es menor a los tres (3) años de prisión. La negativa se presenta en cuanto a la segunda exigencia que hace alusión a dos factores: los antecedentes y la gravedad de la conducta.

· A su juicio, esos dos factores sí están dados en el caso de su patrocinado, toda vez que no tiene antecedentes, como lo admite la Fiscalía, sino que además es persona trabajadora -vendedor ambulante-, vive con su tía, no tiene vicios, y es estimado por la comunidad como también lo pudieron constatar los investigadores. En lo que hace a la gravedad del comportamiento, ya se sancionó con sentencia condenatoria y se impuso una pena que como se sabe no es superior a los tres (3) años. Por ese quantum, precisamente, no hay problema y tiene derecho a la libertad.

· Pide se tenga en consideración que reparó integralmente a la víctima, que admitió su responsabilidad y que es primera vez que se encuentra en una situación como esta.

· En subsidio, pide se le conceda a su procurado la sustitutiva de la prisión domiciliaria.

Por parte de la Fiscalía, se argumenta en contrario que hay lugar a confirmar el fallo confutado toda vez que en verdad ese segundo requisito, referido a la personalidad y a la naturaleza del hecho, no se cumple en el caso bajo estudio para la concesión del beneficio que se pretende. Y no se cumple porque el Hurto fue violento, pero además se ejecutaron unas lesiones personales dolosas innecesarias toda vez que sin haber existido oposición por parte de la víctima se le afectó en su integridad física, de todo lo cual quedó deformidad física de carácter permanente. Solicita se tenga en cuenta que las rebajas punitivas que fueron concedidas por la reparación y por el acogimiento a los cargos no inciden en la concesión del subrogado.

3.- La Decisión

Sea lo primero decir, que la valoración que corresponde hacer ahora al Tribunal, debe comprender un punto trascendental que con buen juicio ha tocado la señora Defensora en su recurso, y no es otro que aquel según el cual: no hay lugar a considerar la gravedad de la conducta para efectos de negar el subrogado porque eso ya fue tenido en cuenta al momento de dictar el fallo de condena, lo mismo que para la dosificación de la pena; además, que el monto de la sanción final no superó los tres años, lo cual significa que en opinión del legislador esta modalidad delictiva admite la suspensión de la condena.

Es interesante el punto porque involucra un importante debate doctrinal y jurisprudencial, muy especialmente en el análisis que ha ameritado el principio de la no doble punición (en lo cuantitativo) y el principio de la prohibición de valoración múltiple (en lo cualitativo). 

En este segundo factor -cualitativo-, ha sido más arduo el debate toda vez que allí juega papel preponderante la discrecionalidad del juzgador, en cuanto a la forma en que aborda la interpretación de cada caso. Al respecto existen posiciones tan radicales y bien fundamentadas como las que en su momento expuso el profesor Emiro Sandoval Huertas, al estimar que no se deberían tomar en consideración elementos de la responsabilidad penal –tipicidad, antijuridicidad, imputabilidad y culpabilidad-, en el proceso de determinación de la pena y menos para el estudio de los subrogados y sustitutos penales.

Ocurre, sin embargo, que esa no ha sido la postura adoptada por nuestro legislador. Teóricamente eso sería admisible como manejo de técnica legislativa, es decir, que el legislador al momento de regular cada instituto guardara las reglas que impiden la doble valoración, como establecer por ejemplo, que lo tenido en cuenta en la responsabilidad, no se reconsidere en la pena, o lo estimado en la pena no se abone en la valoración del subrogado y así consecutivamente. La realidad es que nuestro sistema codificado exige tener en consideración los mismos factores en forma sucesiva y para múltiples consecuencias jurídico-penales. Obrar en contravía de esa consigna, equivale a desconocer preceptos legales sin razón justificable y desacatando las reglas de hermenéutica que se consideran válidas para estos fines. 

No ha sido entonces esa la pretensión del legislador en nuestro medio, de lo cual da fe la jurisprudencia nacional, como se aprecia en el siguiente precedente de la Sala de Casación Penal de la Corte:

No mantiene la Sala la tesis de que gravedad y naturaleza de los hechos y personalidad, tienen que conjugarse en sus tres fases y en forma adversa al procesado para poder negar a este el subrogado. Menos la interpretación de no poderse llegar a este rechazo cuando se ha aumentado la pena en consideración a iguales motivos, ya que se afirma, sofisticadamente, que en esa agravación va envuelta la definición del asunto y no es dable duplicar la sanción privando al procesado de este beneficio.
 (negrillas de quien transcribe)

Obsérvese que en la decisión citada la Corte reconsideró la gravedad del comportamiento para efectos de negar el beneficio liberatorio, no obstante que el fallador había aumentado la pena precisamente en atención a la gravedad del hecho; qué diremos entonces en el caso que nos ocupa cuando la señora Juez no sólo se movió dentro del cuarto mínimo, sino que fijó para el delito base el límite mínimo establecido por la norma.

Para entrar en materia respecto al caso que nos corresponde decidir, la Sala hará acopio de lo favorable y lo desfavorable que existe en el proceso para efectos de estimar si la pena debe o no hacerse efectiva en ese caso concreto.

Lo favorable: La ausencia de antecedentes. El pago integral de los perjuicios a la víctima. La aceptación de los cargos para terminación anticipada. No tener vicios degradantes. Ser persona trabajadora –vendedor ambulante-. Y ser persona conocida y querida en el sector donde habita. 

Lo desfavorable: La incursión en dos modalidades delictivas de considerable envergadura: Hurto con violencia y en compañía de otro; en concurso con Lesiones Personales dolosas, realizadas sin necesidad. Se trató de un asalto a vehículo de servicio público, en horas de la noche, como hecho que se ha tenido como de gran alarma social

Nos llama la atención sobremanera, que alguien como GILDARDO, persona joven, al parecer de buena familia, con trabajo del cual sufragar sus propios gastos, querido por sus vecinos, como se afirma, se atreva a cometer un hecho de esta envergadura.

Si sopesamos lo favorable y lo desfavorable, haciendo un balance entre lo que conviene al individuo y lo que interesa a la sociedad, nos corresponde decir que aquí el valor colectivo llamado a protegerse tiene mayor entidad para efectos de la disuasión que entraña la pena.

La naturaleza del hecho investigado tiene una connotación innegable, como bien lo expuso la señora Juez del conocimiento y lo reitera la representante de la Fiscalía ante este Tribunal. En realidad asombra que alguien esgrima un arma, anuncie que va a realizar un atraco y sin mediar palabra proceda de inmediato a lesionar en múltiples oportunidades a su víctima en la forma y con los resultados aquí conocidos. Acontecimientos de esta clase generan un total repudio por parte de la comunidad.

La personalidad del ser humano, reflejada en un acto como el que se ha descrito, no puede menos que indicar la necesidad de tratamiento penitenciario.

Es obviamente atendible la conducta posterior de índole reparadora al querer compensar en dinero el daño causado a la víctima; igualmente, el evitar un mayor desgaste del aparato judicial al admitir los cargos que de por sí ya eran contundentes en su contra; empero, uno y otro aspecto ya fueron tenidos en consideración por la judicatura al conceder los pertinentes descuentos punitivos a su favor.

Sobran razones por tanto para convalidar la conclusión a la que llegó la sentenciadora en orden a disponer que no se suspenda la ejecución de la pena. 

En lo que hace a la petición de la sustitutiva de prisión domiciliaria, no tiene el Tribunal en este momento competencia funcional para pronunciarse al respecto, toda vez que no fue tema materia de decisión en el fallo de primera instancia que se revisa. De hacer un pronunciamiento la Sala en ese sentido, estaría pretermitiendo la decisión de primer grado con violación del principio rector que consagra la doble instancia, principalmente en contra de la posibilidad de contradicción por parte de la Fiscalía para quien fue sorpresiva esa solicitud en el momento de sustentarse este recurso. Será por tanto ante el señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que corresponda, donde debe surtirse el trámite correspondiente.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de condena proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento, en lo que fue tema materia del recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

                                      HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ
La Secretaria de la Sala, 

          CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� C.S.J  Sentencia del 28 de abril de 1992, M.P. Dr. Gustavo Gómez Velásquez..
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